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1. OBSERV ACIONES GENERALES 

Al margen del juicio que cada uno tenga sobre las bondades o 
defectos del régimen político contemplado en la Constitución 
Política de 1980, el examen objetivo de dicho texto, desde el 
punto de vista del Derecho Administrativo, con un criterio estric­
tamente técnico, permite verificar bastantes errores, vacíos y con­
tradicciones que deberán salvarse en el futuro. 

Antes de mencionar los problemas específicos que se presen­
tan en el orden propiamente administrativo y en el ámbito de 
la regionalización, estimamos convenientes hacer algunas übser­
vaciones de tipo general que, a nuestro juicio, explican el origen 
fundamental de los defectos que ofrece al respecto la nonnati­
va constitucional: 

1. Desde luego, resulta manifiesto el descontrapeso que existe 
en la Constitución Política entre el desarrollo de los temas neta­
mente administrativos con el resto de las materias que ella regu­
la. El tema de 1<1 Administración del Estado está tocado sólo 
superficialmente y al margen de todo sistema, salvo en 10 que res­
pecta al rol relevante que se le asigna al Presidente de la República. 

Es desilusionan te para quienes hemos viviuo muy ue cerca el 
fenómeno administrativo y conocemos de su trascendencia, es­
pecialmente para la eficacia de la acción concreta del Estauo y 
la realización práctica de las políticns gubernamentales, como se 
ha perseverado en unn conducta ya tradicional de subestimación 
del proceso administrativo concentrándose al máximo In atención 
en los grandes aspectos políticos y sociales. 

En examen de las actas de la Comisión de Estudjo de la Nueva 
Constitución Política demuestra inequívocamente Jo que estamos 
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afinnando. El porcentaje de sesiones, de estu dios y de interve n­
ciones de los miembros de la referida Com isión en materia~ ad­
ministrativas es ridículamente menguado frente a la rica discusión 
y análisis de otros temas. Inclusive se da el cuso de num erosas 
disposiciones de índole admini stra tiva que carecen de toda expli · 
cac ión y de historia o constit uyen Una mera repetición de dispo­
siciones constituciona les anteriores elaborauas so bre la base de 
otra reali dad. 

2. La Adm inistración 110 está concebida, ni menos tratada , como 
un instrumento necesa rio de ejecución de las polít icas gubernamen­
tales, más allá de la contíngl'llc ia de cualquier gobierno. El tema , 
así con signado, es tocado sólo en el ar ticulo 38 de la Constituciún 
Política (cuyo texto defin itivo es fijado en el terce r trámit e des­
pués de h;¡ber sido l prohado por la Comisión de Estudio y por 
el Consejo de Estado), pero pa ra el sólo efecto de rem it irse a 
una Ley Org¿nica Constitucional sobre Bases de 1<1 Auminist ra..-:ioll 
del Estado . 

Sobre el particular 110 deja de ser nota ble que el te xto pwpues­
to por la Comisjón Const i tu yen t~ y por el Consejo de Estado e ra 
bastan te más completo. Establecía lo siguiente: 

El Presidente de la R epública gohierna y administra el Estado 
a través de los Min isterios y SenJü'io$ de la Administración PÚ­
blica, y COII la asesor/a de los orgallismos que c.letemúne la Iq. 

Ulla ley orgánica cOIIStitucional detennillará lo organizad/m 
básica de la Administración Público. garuntizofli la carrera !tm­
cionaria y los principios de caracrer lecnico y profesional m que 
deba fundarse, y asegurará tan to /o igualdad d,~ oportull idades 
de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamicl1/o dI! 
sus in legran tes. 

OlalQuier persona que .<;ea lesionada en sus derechos por lu 
Administración Pública del Hstado podrá reclam ar ul/ le fos tri­
bunales que úe termin e fa ley, sil! perju icio de la res[Jol1Sahilidad 
que pudiere afectar al funcio nario que hubiere CIlU.'i(l(jo el dalia. 

La Junta de Cobierno suprimió el inciso l0, a nuestro juicio 
básico, y modificó substanc ialmen te el inciso 30, y 

3. En materia de regionalización tampoco se da un todo arm onicu 
y sistemático. 

Bien sahemos qu e el proceso de regionalitadúll es muy rico 
en con tenido dado sus am plios objetivos y proyecc io llcs , COIII-
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prome t iendu integralmente la act ivi dad nacional , tant o públi ca 
como prival1a. El fenómeno de la desce ntralización y la deseo n­
cen tración , co n el consiguiente desarrollo armó nico de ca lla unit 
de las Regiones dentro de un contexto de Estado unitario, cons­
ti tuye un compromiso y un desafío para la Naci6n mism a y no 
sólo una problemática exclusiva de gobierno y de adm inistración 
in terio r como se plantea en el Capítulo XIlI de la Constituc ión. 
Curiosamente, y en desarmonía con el capítulo antes cit ado , el 
Jrticul l.l 3° insinúa un conce pto amplio de rcgionalización al es­
tahl ece rl o como una de las bases de la institucionalidad y declarar 
que el f.'.Hadu de alife es unitario y que su territun"o se divide en 
regíolle.~ (on lodo, el mismo artículo 30 debilit a esla concepción 
al agregar de inm ed iato que la ley propenderá a que su administra­
cion sea fu ncional y tcm ·torio/mente descentralizada como si la 
medula de l tema fuese la desce ntra li zación y desconccntración 
aumiuistrativa olvidando su mayo r cobertura. 

11. OBSERVACIONES ESPECIFICAS EN MATERIAS 
PROPlAM ENTE Al.lM INISTRA TlV AS 

Sin perj uicio de las o bscrVJeiones de tipo general ant es co nsigna­
das, est im amos quc son dignos de reparo los siguient es prece p­
tos const it uc ionales que se rel aciona n con aspectos propiamenle 
administ ra tivos: 

1. L1 simp le le ctura de los artú;ulos 30, ]I.JO, NO 21; 32, NO 22; 
38; 55, incisos 10 y 2 0 ; 60, NO 10; 60, N0 18, 62 , NO 2, NO 3 y 
NO 4; 87 ; 96, letra d); 103 : 105 . inciso 2°; 107 Y 109. inc iso l 0 , 
permite cmlstalar que el tex to constitucional carece de un con­
cepl !.) d aro y definido sobre Admini stración en su acepción or­
gánica. lo que da ya lugar :l las más djversas confusiones y será 
mot ivo de frecuentes problemas de interpretación. ¡,Comprende 
ella todo el aramio administ ra t ivo del Estado'l ¿Cuándo está re­
fer ida sólo a la Adminht ración Centralizada? ¿Los Mu nicipius 
fo rman o no parle de la Administración? ¿Qué pasa con las 
em presas'! Las teo rías que se plantea n en torno a mate rias tan 
hásic.:as son muy variadas, todo ello debido a que fa lta nm idea 
central , de carácter amplio y clara, sobre lo que es la Adm inis­
tración , 

2. El :lrtículo 32, NO 8, al cnnsagrar la Potesta d Reglam enta ria 
del Presiden le de la R ep ública le at ribuye la facultad de dictar 
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los demás reglamentos, decre tos e instrncc/(mes que crea con­
venientes para la ejecución de las leyes. Este precepto es equívoco 
en cuanto II la amplitud de esté! po teslaJ para regular las leyes que 
se refieran a la organizací6n y funcionamiento de otros Poderes 
del Estado y de los o rganismos constituciona lmente au tónomos. 
Sólo por via inl erpret<lliva, dentro del contexlO const itucio nal, 
se pucde arribar a la concl usión de qu e una po testad selll ~ja nte 

no puede recaer en la orga nización ni menvs e n el ejercic io de 
la s funciunes propias)' autón omas de lo.~ refe ridu s tHgan isInus. 
Si n em bargo, habría sido collVenient e que esta precis ión la hu­
bie ra hecho la mislll a norma. 

3. El art. 32, NO 12, ra dica en el Presidcnte de la Re pública, (,;()IlHJ 

airihución c~ pedal suya , la "J~ num bnH y .·e fluvar a los fu ncio­
naríos qu e [;.¡ ley dcnomill.1 como lle su exclusiva cunfiaflza y pro­
veer lo\" delll ás empleos civ ile s cn Ulnfo l"lnid:H.l :1 la ley" L() pri · 
mero es ex;¡c to. lo segundo es man ifiestam en te errulleo, pues la 
regl" gencr;¡ I es que la ley ra dique en las jefaturas de se rvido s la 
facu ltad de efectuar la gran mayoría de los nmllbramicntos. C(lns­
titu ye un Lmpusible que el Prt:siden le de la Repúbl ica haga ludo 
tipo de provision es de empleos po r mucho qu e se empleara la fi­
gura jurídica de la dclcgadón de facu ltades. 

4. El mismu artícu lo 32, N0 13, da cumpclcnda especial al Pre ­
sidente de la Rep ública para " co nceder jubilaciones, retiros, mOIl­

tepíso y pensiones de gracia , con arreglo a las leyes" en cucuns­
tancias que desde hace muchos años el otu rga micnto de tales 
bene ficios co rresp onde a organismos desc enrra lizado~ COIllU son 
las cajas de previsión, debie ndu precis:use. adl'mas, qu e el precep­
to sólo tiene vigencia respecto del sector pú blico. 

S. Los artí(,;ulos 33 y siguientes tra tan de los M i n i s l ro~ Jc Estado. 
Sin embargo, no señala en modo alguno la llaturJleZa y ro l de 
lo s Ministerios, en su (,;ündic ión de urg~n¡slll os bás icos de apo)·o 
al Preside nte de la Repú. bJica y a través de las cuales fundam ental ­
m en te se definen las polít icJs, se imparten las instru c(,;iones y se 
supervisan las acciones de los re spect ivos sec tures. 

6. El articulo 38 no just ifica el párrafu sobre Bases &enerales 
de la Administración de! Estado, pues prác ticamente eluue el tema 
central al remitirse a u na Ley Orgánica Cons lil ut: iunal y a o lra ley 
qu e regulará 10 contencioso-adm inis trativü. 
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Es dec ir , este precepto, no ()b ~t:J n te su buena inst itu cionalidad, 
no cumple ni remo tamen te el propósito enunc ia do en la ti tulac ión 
del párrafo por las siguientes razones: 

a . Carece de una normafi\':l mínima sobre la Administración de l 
Estado y su contenido. Nada se dice sobre la natura le.ltl y fun­
ciones básicas de los Ministerios y de los se rvi cios pú blicos , ni de 
los tipos de vinculación de éstos co n el Presidente de la Repúb lica. 
Todo queda entregado a los dic tadus futu ros del legislador (ley 
orgánicíl constitucional). 

b. Si hien es c ierto que el texto cons titucional es terminante en 
el sc ntíJo tI!.: que la ley orgá nica const it uc ional que se d ic te garan ­
tizará la carrera Jilllciollaria nu se l'lIratiza el carác ter inStnullen­
tal, profesional y técnico qu e debe tener la Adm inist ración, con 
las prerrogativas y consec uenc ias inhere ntes para su persona l. 

c. 1:.1 precepto estab lece que además dc garantizarse la carrera 
fu nciullari ;:! se asegurará la igualdad de uportunidad de ingreso a 
ella (o la adminis traci6n ) como la capacitación y perfeccionamien­
to d" sus integrantes en circunstancias que ambos tem as no cons­
titu ye n elementos aislados de la carrera funcionaria como parece 
despre nderse del texto . Además no hay explicación posible pa ra 
haber empicado las expresiones capacit ación y pe rfecdonam iento 
cuan do la primera de las expresiones ticne suficiente amplitud , y 

d. En lugar de resolver derechamente e l problema de lu conten­
cioso a dmini ~trativo dilata su solución remitiéndose a un a futura 
ley que de termine tribunales collt(!m:io.\"O administratil!Os. 

Estc punto era tratado de una manera fundamentalmente distinta 
en los proyectos de la Comísión de Estudio y del Consejo de Es­
tado que consignaban que todo afe ctado por la Adminisrración 
Públü;u dC'l LStado podrá reclamar al/ le los tribunales qr.¡e derenni­
/u' 111 " 'y , lI onna q Ul: hab rá que relacionar con el artícu lo basico 
sobre Poder Judicial qu e radicaha en estos tri buna le s la facultad de 
cOIIVn" d,~ /a .~ callsas civiln . de las criminales .l' de las cOlJ{cllcio so 
aúmini,l" tTa ríru.\· ( :.nts. 43 y 79 del proyecto de la Cumhiún de Re­
fonn:J y 38 y 73 del proyecto del Consejo de Est:.Jdu , rc spedi­
v<im ente). Por otra parte, es indiscut ible que la expres ión empleaJa 
en tajes proyectos de " .. \ dm inistr3 ción del Esta do" era sufil:ien­
tem enH' explici ta para abarca r toda la urganización adminis tra­
tiva ; en carnh iu , el lexto const ituci onal apro bado se rel1ere a la 
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Adminis tración d,.:1 Es/ado y sus orgallismos o las Municipalidades. 
lo que s610 induce a co nfusión. ¿Qué significa organi smos de la 
Administración del Estado. sino prec isamente 1<1 Administración? 
¿Por qué se insiste en dejar rU da de la Admini stración del Esta­
do a los Municipios cuando es tos organismos están tratados en 
el Cap ítulo x 111 que trat3 exactame nte del Gobierno y Adm i­
niurat.:i fm Interior del t -slado."' 

7. El artículo 60, NO 10, establece que es ma le ria de ley la que 
fije las norma.~ .\'Obre ellajellació1/ dc hicl/es del Es/ado () de las 
Municipalidades y sobre su arrendamiellto () concesión 

Este precept u es incompletu, puesto que re sult a ev idente que 
tamb ién debe se r materia de ley la fijación de r!mmas generales 
sobre adqu isición y administración de lus hlt~nes estatal es. Pm 
Jo demás, el legislador ha segu ido este criterio al establecer nor­
mas sobre materias de tanta t rascendenc ia. 

Al mencionarse expres.:1ment e a la s Municipaliu :.¡ des como cn· 
tes absolutamente diferenciados del Estado se in curre nuevamen · 
te en un eIemen to de confusión, puesto que no todos los preceptos 
co nstitucion.:lics siguen unu misma línea sobre la materia (art. 
30 ; 60 ; 70; 19. NO 19: 32, NU 22 , 4ue consagra un concepto am­
plio de servicio; 60, NO 18; 96, le tra ti) y 10 7, en relac ión co n 
la denominación del Capítulo XIII). 

8. El artículo 60. N° 18, señala como materia propia de ley el 
establecimiento de "las bases de los procedimient os que rigen 
los actos de la Admini st ración Pú blica" . 

Ca be preguntarse ¿por qué se li mita la rey de procedimie ntos 
a los actos administrativos? Esta última expresion no está sufi· 
ckntemente decantada en nuestra legislac ión. ni menos en la 
Constitución Política, 10 que habr:l ue originar múltiples problemas 
en la materia. Parec iera que habria sido más prudente y realista 
re feri rse a las bases de los procedimielltos admil/lstraÚl-·os, qut: 
es . por In dem ás, el cri terio que usualmente !oc emplea y que es 
el segu ido por los diferentes proyectos de ley que ex isten al re s­
pecto. 

9. El artículo 62, N0 2, cons;lgra un sistema extremadamen te 
rígido para la creación, supresión y determinación ue funcione s 
de empleos ren tados al exigir le y. 

La verdad es que esto es válido re specto de la ge nera li llad de 
la Administración Puhlica , pel'O 110 se justifica tra tándose dc or-
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ganismos públicos como las Universidades estatales o como las 
empresas públicas que reúnan los caracteres de servicios públicos 
o de otros organismos semejantes. En estos casos lo que la ley 
debe hacer es regular la forma como la autoridad debe actuar en 
esta materia y fijar los límites a que debe estar sometida. Cabe 
llamar la atención sobre el hecho de que en la actualidad esta es 
la conducta que ha aplicado el legislador. 

lO.EI mismo artículo 62, NO 2, se refiere a la creación, supre­
sión y determinación de funciones o atribuciones de nuevos ser· 
ricios púh/ü.'{)s () empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, 
au lónomos, de las empresas del Estado () municipales. Esto sig­
nifica reconocer una clasificación que carece hoy de toda vigencia 
y que simplemente servirá de elemento de confusión. 

Se trata de una enumeración artificiosa y tanto es así que la 
Ley Orgánica Constitucional sobre Administración del Estado, 
próxima a puhlicarse, simplemente preocinde de ella y hace una 
clasificación diferente de los servicios públicos. 

11. El artículo 62, NO 3, incurre en el mismo elemento de con· 
fusión señalado precedentemente al referirse al "crédito o la 
responsabilidad financiera del Estado, de las entidades scmifisca­
les autónomas o de las municipalidades". 

12. Los artículos 87 y S8 tratan de la Contraloría General de la 
Repúhlica. 

Dichos preceptos, en lo fundamental, se limitaron a reprodu­
cir, con variantes no esenciales, las disposiciunes que en esta ma­
teria contenía ya la Constitución Política de 1925, salvo en lo 
que respecta a la imposibilidad de insistencia tratándose de decre­
tos y resoluciones que fueren separadas por inconstitucionalidad 
y por la intervención, en última instancia, que se otorga en deter­
minados casos al Trihunal Constitucional (artículo 88). 

Pero el análisis de estos preceptos pennite establecer varias 
conclusiones: 

a. El texto constitucional desaprovechó la oportunidad para estable· 
ccr un capítulo especial sobre el control de la Administración . 

.El prohlema de! control no consiste exclusivamente en el ejer­
cicio de las funciones del Organo Contralor, sino que exige la consa­
gración de un verdadero sistema que comienza con los controles 
internos de las instituciones y se complementa con los controles 
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externos, dentro del cual, na turalm ente , a 1:1 Con lralori3 Ge neral de 
la Rcpública le debe corresponder un pa pel rectur y de tuición ; 

b. Tam bién se ha de saprovechado la oportunidad de aplicar las nue­
vas técnica s de control , particula rment e representadas por las accio­
nes de Juu ito ría , cumo co rresponde a Id te ndenc ia universal. En 
cambio , se ha insist i<.lo e n una fisca lit;lc ión ese ncialmen te fo rma l y 
ni siquiera se habla de audito ría; 

c. Aparentemente la entidad F iscali7.adora sale fortalec ida, al de cir 
de las fra ses <.le co men ido il!ll plio que se consignan : UIl orgm'¡.wlIo 
outimomu con el nombre de LUlllraloria General de la Republica 
ejercera el t.'ontrof de fa legalidad de 10.1" actos de lo Administración. 
llemrá la colltabifidad general de la Nac:ió fl. 1:"11 el ejercicio de la .fun­
ción de cO/1trol de legofidad, el Contralo,. (;ell cra! tomará razón 
de los decreto.\· y rewluciol/e!>· que. en conjómúdad a la ley, deben 
tramitar.~ por la Controlorla o repn..'.~en(aní la ilt:gabilidad de que 
puedan adolecer, efc. 

Sin embargo , basta un examen más profundo de la~ norm as pur:.! 
verificar que est as facult ades de tan amplia cobcJ"turn pueden ~e r 

S'J bstanciaLmente reducidas por b vla de la ley o rgán ica constitu­
cional que se dicte en confonn idad al mi!'mo lex to consli lUcio nal. 

En efec to , la loma de razón que dará limitada en defin it iva a 
los casos que de termine la ley (incisu I u del art . 87 , en rebció n con 
el inciso 10 del art. 88). En cuanto J 1<1 fiscalü:ac i() n de los ingresos 
e inversiones de fo ndos, conl ra riamente a lo que se piensa y que de ­
biera habe r sido lo lógico, sólo ope rará rcspeclu de " los fondos del 
Fisco, de las municip:lJidades y LIc lus demás órgan o~ y servicios que 
de tenninen las leyes". Como en J:¡ práctica a casi todos los servicius 
públicos se le s ha estado dot an do de personalidad jurídicil propia , 
reduciéndose el Fisco gradualm en te a una mín ima e xpresión , al fi nal 
de cuentas ocurrini que b gran maynr i3 de Jos o rganismos de l Es­
tado quedarán marginados dc la fi scalización de la Contraloria Ge­
neral , salvo en los casn$ que la Ic y determine lo con trario. Bi('1I sa­
bemos que muchas inst ituciones , como la Superin ten dencia de 
Bancos y En tidades Fi nanc icrds, el Ballco del Esta do , varias ot ras 
Supe rin te ndencias y muc has otras inst ituciones ya han sido ma rgi­
nada~ de esta fisca lización por !llilndato dcllcgislador, salvo en aspec­
tos mu y pu ntuales. Dicho de otro modo, la Cont raloría General 
carece de facultades fiscali zadoras s (~h rc toda la Admin istración del 
Estado , como es lo na tural , sino só lo respec to de una pa rte <.le ell a. 
y este fenómeno podrá acentuarse en el futmu. 
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AsimisnH.l funciones tan import an tes como la de fiscaliLaf el cwn­
plimiento de las no rmas estatu tarias que ri gen al personal público 
tam bién están supeditadas al mandato constit ucional refer ido a 
las demás funciolles que le em:omiende la ley orgal1u:a conslirucio­
l/al respe(:tiva. 

En realidad la única fu ncion só lidamente consagrada en la Consti­
tu ción es la de llel'ar la contabilidad de la Nación, expresión sufi­
cientemente amplia como para impedir que la vía legislativa pueda 
ser menoscabada; 

d. Existe una man ifiesta incongruencia entre el tex to del artículo 88 
con e l art ícu lo 32, NO 8, del tex to consti lUcional. En efel:to, mien­
tras el primero .se re fie re a decretos y resoluciones, el segundo, como 
expresión de la Poteslat.! Reglamenta ria , los reglamenros, decretos 
l' in::.trucciones . No cabe duda que la intencionalidad de la nonna del 
an. 88 es someter al trámite de toma de razón a los reglamentos, pues 
no pod ría ser de otro modo en atención a su tra scendencia, pero es 
lament able que no se haya dispuesto así expresamente para guardar 
un sentido a m1 ó nico con las expresiones empleadas en el arto 32, 
NO 8. ES!;l últim;l nom1a dio a la palabra dec reto una acepción res­
tric tiva que no incluye los reglamentos, puesto que éstos fue ron 
citados ex presamente, y 

e . El tex to del art ículo 87 insiste en emplear las fra ses fiscalizará 
el inK,e .~ y la inversión de /in fondos y de examinará y juzgará 
las weflfas, em pleando una tenninología que no se compadece 
con las téc nicas m odern as de control, como ya se expresó en la letra 
b) de este número. Pero , al margen de lo anterior, ocurre que la fis­
calización está referida al ingreso e inversión de los fondos sin decir 
nada sobre Otro de los aspectos claves en materia de manejo de los 
re cursos públicos, cual es el de su administración. 

13. El artícu lo 89 contiene una d isposición decididamen te obsoleta 
e incomprensi ble dado el régimen existente hoy en día en materia 
de adm in istrac ión fUlanciera. 

Veamos su texto: 
¡,os sen;ic ios públicos no podrán efectuar pago alguno sino en 

¡!iraid de un decreto o resolución expedido por la autoridad compe­
ren te, ('11 que se exprese la ley o la parte del rresupueslO que autori· 
ce aquel gaslU. l .os pago.~ se efecmarán por estricto orden cronoló­
gico y prel/ia refrendación presupucl' faria de! decreto que los ordena. 
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Ocurre que de acuerdo con las rcfonnas introducidas al régimen 
de administración financiera , aprobadas con anterioridad a la vigen­
cia de la Constitución Política de 1980, se camhiaron suhs tancial­
mente los mecanismos de manejo de los recursos financieros del 
Estado. Prácticamente desapa recieron los llamados decretos de 
pago y la refrendac ión fue suprimida. Por el contrario, al imponerse 
medios más desconcen trados y expeditos para efectuar los gastos se 
generaLizó el uso de giros glObales y los pagos se efectúan direc ta­
mente por los servicios e, inclusive, a través de ins1ituciones banca­
rias. El artículo 89, en consecuencia, ca rece de toda vigencia y su 
acatamiento importaría re trot raer las cosas al momento ante rior a 
una reforma que ha tcnido gener.tI acogida y quc ha adecuado y 
facultado enOffilemente el manejo de Jos recursos públicos sin que 
ello signifique menoscabo de las tareas de control. 

14 . Los art ículos 97 y 98 tratan del Banw Central. 
En relación con el artículo 97 puede con stiltarse que naua se 

indica sobre las funciones del Banco Central, remitiéndose en todu 
a una ley orgánica constitu cional. Es el único organismo constitu­
cional que no tiene asignado un objetivo básico en el tex to de la 
Constitución Política, materia a todas luces fundame ntal. 

En cuanto al art ículo 98 está concebido sobre la base dc un mo­
delo , bastante dogmatico, que en los hechos es dific il que funcione 
ante situaciones financieras insuperables que obligan a empicar ot ras 
fórnlulas indirectas. 

ID. OBSERV AClONES ESPECIFICAS SOBRE 
REGIONALlZACION 

En esta materia , no obstante los indiscutibles avances que la nueva 
Constitución Polít ica ha Significado en relación con el tex to cons­
titucional anterior , existen tamblen algunas nonnas que a nuestrO 
juicio son insuficientes y contradictorias con el sistema mismo re­
gional o que ofrece n otro tipo de defectos. 

Señalamos las siguientes disposiciones que se encuentran en la 
situación antedicha: 

J. En el inciso 30 la última oración referida a que la ley propenderá 
a que la Administración de l Estado sea funcional y territorialmenlc 
descentralizada debie ra figura r como un inciso parte pa ra enratizar 
la idea de que ese aspecto sólo es la consecuencia y complemento 
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de la regionalización cuya cobertura, como se explicó antes, es 
muchísimo mayor. 

Por otra parte, el artículo 3 0 no debiera limitarse a expresar que 
el Estado es unitario y que su tem'torio se divide en regiones, sino 
que debiera desarrollar en forma más integral, aunque breve, el con· 
cepto de regionalización como una de las bases de la institucionali· 
dad, 

2. La OOlIDa del art, 19, N° 20, inciso 3, es abiertamente contrario 
al sistema regional y pone un serio entrabamiento a la motivación 
de las comunidades de las Regiones para participar en el proceso 
desde el instante en que prohibe tajantemente que determinados 
tributos puedan estar afectos a un destino detenninado, como 
sería el desarrollo de una determinada región. El paliativo que 
establece el inciso 40 del mismo artículo en materia local es insu­
ficiente: 

3. La denominación del Capítulo xm sobre Gobierno y Adminis­
tración Interior del Estado es muy inadecuada, pues limita la regio· 
nalización sólo al Gobierno y administración, lo que ya hemos 
reiterado no es así. Ese defccto se refuerza con la redacción dada 
al artículo 99 en que se establece que para el gobierno y administra­
ción interior del Estado, el territorio de la República se divide en 
regiones y éstas en pNwincias y que para los efectos de la administra­
ción local, las provincias se dividirán en comunas, 

4, El art. 99, inciso 20 , en relación con el art. 45, congela las Regio­
nes actuales. Es decir, la creación ° refundición de regiones requerí­
rá de una reforma constitucional, no obstante que el art. 60, NO 11 
dispone que son materia de ley "las que establezcan o modifiquen la 
división política y administrativa del país, 

5. El art. 100, inciso 20, no le asigna al Intendente el rol de primerí­
sima importancia de ser el órgano ejecutor de los planes, programas 
y presupuesto regionales debiendo tener potestad de mando para 
estos efectos sobre todos los órganos que conforman la administra­
ción activa regional; 

6. El sistema de participación previsto en el artículo 101 es muy 
débil e impreciso, remitiéndose al respecto a una ley orgánica consti­
tucional de dificilísima elaboración como ya se ha comprobado en 
la práctica. 
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7. El art. 102 deja abierta la posibil idad para que la ley ent regue 
múltiples fac ultades al Consejo Regional de Desa rrollo: además de 
las a ll í cOll signadas, pudiendo co n ell n cn lTa ba rse la gestió n ejecu tiv:J 
del In tcndente. 10 que restará e ficacia y e fic iencia a la gest ión de esa 
au to ridad con detrimen to para el desarrollo de la propia Regi ón; 

8. El artícu lo 103 no guan.1a ¡;onco rd:mcia con el artículo 3 0 • como 
ya se ha consignadu antes . En todo caso, la figura jurídic iJ ue la des­
con~cn t raciÓIl es muy positiv¡l . 

9. El aniculo 105, re lativo ¡¡I Gobcrnau(lf, n:Hj¡¡ dice sobre las fa ­
cultades de coordinación y de fiscalizac ión que debe tener sobre los 
servic ios pú bl icos para los cfel.aos del desarrollo regiona l y provin­
cial. Lo grave es que tales fac ultades las t iellen de ac uerdo co n l .. s 
normas vigentes sobre rcgiona liz:lc ión. 

10. El artícu lo 107, inciso 10, dispone textua lmente : 
La adminis trad/m local de cada comuna o agmpaciv l1 de comu­

nas que detennine la ley rC.',-idt' en unl1 municipalidad, la q1l e está 
c:OflSlituidl1 por el alcalde, que es su máxima auto ridad, y f lor el COJl­
sejo comunal respecti~)o. 

Como es fácil advert ir el precep to antes tra nsnilo, incurre en un 
e rror evidente al señalar que e l Municipio esta co nst itu ido por el 
AJcalde y el Co nsejo Comuna l. prescindiendo de lodo e l resto de 
la est ru ctu ra m unicipal , inclu idos sus servicios. 

11. El art. 108 se apart3 abiertamente del sistetl1<l mUlljcip~1 al 
di spone r como un a allernativa la designación del Alcalde por el 
Consejo Regional de Desarroll u dentro de una t erna propuesta por 
el COll~ejo Comunal. Realment e es difIcil encon trar la exp licació n 
lógica <l1Jll mecanismo semejante. 

12. El art ículo 109 estahlcce Un procedimien to de participación 
de la cum unida d lucal en el Consejo que , además de débil . es muy 
difíc il de concretar y eslá sujeto a lodo l ipo de riesgos . 

13. El inciso fi nal del ar liculo 109 . en relac ión con el inc iso 30 
del art. 107, consolida, a nu e~t ro juicio, una de las sit u<Jcio llcs más 
3bsurdas que presenta cl texto co nstitu cional. 

En efecto, de acuerd o con esas normas deberá dic tarse una Ley 
Orgánica Cons titucion al sobre lo s Municip ios limit <'l da sólo a tres 
materias espec(ficas: las atribuciones munieipalcs; los plazos de 
duración de los Alcaldes y la fo rma de designación y duraciún de 
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los miembros del Consejo de Desarrollo Comunal, y 10 relativo a 
su organización y funcionamiento. Esto significa dejar de lado 
materias tan importantes cumo el resto de la estructura de las 
Municipalidades, su sistema de respunsabilidad, su régimen de 
fiscalización, el estatuto de su personal, el recurso de ilegalidad, 
etc. Ocurrirá así el absurdo de que una Ley Orgánica de un ser­
vicio público obtendrá de tal sólo el nombre. La otra alternativa 
sería que hubiere dos Leyes Orgánicas, una constitucional, refe­
rida a los puntos específicos antes señalados, y otra ley corriente, 
referida a las demás materias básicas, 10 que también sería absurdo. 
También cabría pensar la posibilidad de elaborar una ley misce­
lánea, que contuviera reglas de carácter constitucional orgánica y 
otras de legislación corriente, criterio que ha sido impugnado por 
la jurisprudencia. 

Esto significa contrariar abiertamente el sentido y rol propio 
de una ley orgánica y apartarse de la naturaleza intrínseca de una 
ley orgánica constitucional, la que debe estar concebida como un 
todo sistemático complementario del texto de la Constitución 
Política respecto de instituciones ya contempladas en la Carta 
l;undamental. Así ocurre tratándose de la Contraloría General 
de la República (art. 88), del Banco Central (art. 97), del Tribunal 
Constitucional (art. 81), del Congreso Nacional (art. 48) y de los 
Tribunales de Justicia (art. 74). 

y cabe preguntarse, dictada la ley orgánica constitucional que 
consultan los art. 107 y 109, ¿qué ocurrirá con la actual Ley Or­
gánica sobre Organización y Atribuciones de los Municipios y 
Administración Comunal, la que reahnente reúne los caracteres 
de un estatuto básico integral sobre estas instituciones? 

14. El artículo 110 deja abierta la posibilidad de que el Conseju 
de Desarrollo Comunal intervenga en asuntos propios de la com­
petencia del Alcalde, como órgano ejecutor de las políticas gene­
rales y planes de desarrollo de la comuna, entrabando de este 
modo, la gestión de esa autoridad. 

15. La nonnativa sobre regionalización no establece nítidamente 
los mecanismos de supervigilancia que deben operar para que tanto 
las polúicas generales, los planes y presupuestos se ajusten a un 
sistema jerarquizado. Es la única forma de evitar que una plani­
ficación comunal o regional no se ajuste a los planes nacionales 
y que las políticas que se apliquen en los distintos niveles operen 
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dentro de los marcos propios de las políticas de superior jerar­
quía. No se trata de lesionar la autonomía o desconcentracjón 
que corresponda; se trata de que cada organismo actúe den tro 
del nivel que le corresponde y existan los mecanismos adecuados 
para evita r y corregir las transgresiones que ocurran al respecto. 
La única nanna que s610 se refiere indirectamente al tema , es el 
artículo 11 S que se pone en el C::lSO extremo de plan tearse con· 
flictos de competencia . 

IV. BASES PARA UNA REFORMA 

Lo dicho en los párrafos anteriores no puede interpretarse en el 
sen tido de que to da la nonnativll constitucional en materia ad­
ministrativa, punto en el que recae el pre~ent e esrudio, adolece 
de defectos. Nuestro trabajo se ha concentrado en las ma terias 
precisas en que , con u na perspecti va técnica , requieren de una 
modificación, complemen tación o rect ificaciún futura. Ello en 
el entendido de que toda obra human:J es susceptible de ser per­
feccionada ; más aun, existe la necesidad de hacerlo , pues hay con­
cienc ia pública al respecto . Sostener que un texto constitucio nal 
es inmodificable no resiste el menor análisis, tanto de~dc el pun­
to de vist a jurídico, como desde el punto de vi st a político (dentro 
de una concepción cien t ífi ca ) y tampoco desde el punto de vista 
de ética socia l. Por lo demas, las normas const itucionales son cla­
ras en cuanlo a la pos.ibiJ idad de las reformas (arl s. 116 y siguien­
tes y décim o-octavo , décimo-noveno y vigésimo·primero tran si ­
torios). 

Conforme a este p lan teamiento , somos partidarios de re for­
ma r el texto constituciona l, en lo qu e ata i'ie al régimen adminis­
trativo, con la perspectiva lécnica a que nos hemos referido , en 
términos de asignar el verdadero rol que corresponde a la Admi­
nistración del Estado y otorgán do le una estructu ra básica :id e­
cuada a ese rol y con la co rrespondiente coo rdinación y fle xibi­
lidad. Lo anterior sin perjuic io de rect ificar o aclara r las nomas 
que aparecen incongruentes o defec tuosas . 

En cuanto a la regionali7ación , debe ser realzada cn el tex to 
constitucional para hacer efectiva toJ¡¡ su riqueza de contenido 
y am plios objetivos, perfeccioIl:Jndo, además, los sisi emas de p::n. 
tici pación , de incentivos, asignación de recursos, descentra lización 
y desconcentraeión que e lla involucra . 
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